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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de enero del año 2013, dos mil trece. .  . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 475/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ROGELIO HERNÁNDEZ PEREA, en contra de la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- El 14 catorce de noviembre del año 2012, dos mil doce, el actor presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el documento determinante de crédito, de fecha 11 once de septiembre del mismo año, emitido por la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Por auto de fecha 16 dieciséis de noviembre del año 2012, dos mil doce, al actor se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental ofrecida y exhibida en la misma, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que beneficie al oferente y previamente a proveer lo relativo a la suspensión del acto impugnado, al actor se le concedieron tres días para garantizar el interés fiscal. .  . . 

TERCERO.- El 05 cinco de diciembre del año 2012, dos mil doce, la autoridad presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por acuerdo de día 07 siete del mismo mes y año, se le tuvo contestando en tiempo y forma legal, admitiéndosele la prueba documental aceptada a la parte actora en el auto de radicación y la prueba ofrecida y exhibida en la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en todo lo que le favorezca, señalándose fecha y hora para celebrar la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 15 quince de enero del año 2013, dos mil trece, a las 11:00 once horas, sin la asistencia de las partes, en la cual a la parte actora se le tuvo presentando escrito de alegatos, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse un acto imputado a la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el documento determinante de crédito, relativo al crédito …, suscrito por la Directora General de Ingresos, …, por concepto de contribución por ejecución de obras públicas. La existencia del acto impugnado se encuentra acreditada en autos de este proceso, con copia al carbón del documento determinante de crédito referido, documental que obra en el Secreto del Juzgado y con el reconocimiento que hace la autoridad en la contestación de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada en el escrito de contestación de la demanda  opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la determinación del crédito fiscal, toda vez que se encuentra dirigido hacia su persona y como destinataria del acto impugnado esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, oponen la excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del  acto fiscal combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, oponen la excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda,  pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . 

Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261,  por lo que en el  siguiente  considerando se  procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que realizando un análisis integral de la demanda, se advierte que el actor en el primer punto de hechos de la demanda expresa un concepto de impugnación al indicar que se observa como un hecho notorio que: a).- Señala al deudor; pero omite precisar la condición, naturaleza o rango de si se trata del propietario o poseedor según lo exige la Ley; b).- El acto administrativo que se objeta, carece de firma autógrafa del funcionario que la expidió, solo ostenta la firma al carbón. En tanto, que la Directora General de Ingresos en el escrito de contestación de la demandada expresa que niega que a la parte actora le asista la razón, ya que el acto impugnado se expidió con estricto apego a lo dispuesto por los artículos 136, 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizando como un todo la demanda que nos ocupa, se advierte que en el primer punto de hechos, se desprende un concepto de impugnación y a pesar de que el actor no señala expresamente los artículos ni el nombre del Ordenamiento Legal, que considera violado en su perjuicio, de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir el o los artículos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado en perjuicio de la parte actora, pues alega que el acto impugnado no está firmado en original por la Directora General de Ingresos. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
Así las cosas, de acuerdo a lo estipulado por la fracción V del  artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la firma autógrafa constituye un elemento de validez del acto administrativo, numeral que al respecto establece:
“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos;”
Bajo  la tesitura de este precepto legal, la  Directora General del Ingresos de
la Tesorería Municipal, se encuentra constreñida a emitir sus actos con firma en original; sin embargo, a simple vista el documento determinante de crédito impugnado, se advierte que no ostenta una firma autógrafa, por no estar estampada en original, de su puño y letra, circunstancia que implica desatender la señalada obligación, pues como se dijo, el acto impugnado no ostenta la firma original, por tanto, a éste le falta un requisito esencial, como lo es la firma autógrafa de la Directora General de Ingresos, que fue quien lo emitió; pues, la firma autógrafa es un requisito esencial de validez del acto fiscal combatido, de acuerdo a lo señalado por el artículo 137 fracción V, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa dado que a través de la firma se expresa la voluntad de la autoridad municipal, en consecuencia, la exteriorización del acto con firma plasmada a través de papel carbón, no constituye una manifestación de voluntad externada mediante la firma autógrafa, acontecimiento que crea un acto de molestia que afecta la esfera jurídica de la parte actora, en virtud de que la determinación del crédito fiscal no está revestido de todos y cada uno de los elementos de validez exigidos por el citado artículo 137; pues, la firma en original es un elemento que le da forma y validez al acto fiscal impugnado, omisión que desvirtúa la presunción de legalidad del referido documento determinante de crédito; por consiguiente, si este elemento le da seguridad jurídica al particular, entonces su omisión crea una molestia y constituye la existencia de un vicio de naturaleza formal, el que de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, produce la ilegalidad del acto impugnado en este proceso. . 
En el primer concepto de impugnación el actor manifiesta en lo esencial, que los artículos 229 y 242 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 137 fracción I y VI del Código de procedimiento y justicia administrativa para el Estado y Municipios de Guanajuato, conceden a quienes promueven un Proceso Contencioso Administrativo, un Derecho Subjetivo (De legalidad; de seguridad jurídica; de exacta aplicación de la ley; de adecuada y suficiente motivación y fundamentación); que la autoridad demandada que le despacha y expide el acto combatido, no cumple y no obedece la ley; no acata y no observa los preceptos que se señalan como quebrantados; la autoridad demandada transgrede y quebranta la Ley; viola y atropella los preceptos referidos. Para demostrar la violación que reclama solicita se tenga por reproducidos los hechos 1 y 2; al respecto, se reproduce el segundo punto de hechos de la demanda que en lo esencial manifiesta que los artículos 236, 237, 238, 239, 240, 241 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 137 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establecen un deber jurídico y una exigencia legal que la Directora General de Ingresos, debe obedecer y está obligada a cumplir, transcribe los referidos numerales; y, solicita confrontar la motivación y fundamentación del acto combatido, que la autoridad demandada omite y descuida señalar los Periódicos Oficiales del Estado y el Periódicos de mayor circulación en los que se publicó la convocatoria para realizar las obras públicas por las que se cobran adeudos fiscales y las obras públicas que se determinó cobrar. La autoridad demandada transgrede y quebranta la Ley, viola y atropella los preceptos referidos. En tanto, que la autoridad en la contestación de la demanda respecto a estos dos conceptos de agravio, aduce en esencia que el acto impugnado fue expedido en estricta observancia a lo establecido por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y a lo establecido por el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . .  . . . . . . . .  

Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe precisar que el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; y, en segundo lugar se impone señalar, que por fundar un acto administrativo se entiende que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para elaborar el acto consistente en la determinación del crédito fiscal impugnada; mientras, que por motivar la determinación del crédito fiscal se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica, en otras palabras comprende la expresión detallada del por qué en el caso se han realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación de los preceptos legales invocados como apoyo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto, la motivación de la determinación del crédito fiscal, por la ejecución de obras públicas se obtiene con: la descripción de manera pormenorizada del presupuesto o monto total de la obra; la descripción de los trabajos de construcción, indicando la naturaleza de la obra; la expresión detallada de la base para el cobro de la contribución y el señalamiento de la cuota correspondiente, fijada por el Comité de Contribuyentes, por metro de frente o de superficie o mediante cualquier otra unidad y mención de los Periódicos en los cuales se publicó la convocatoria de la Asamblea de Contribuyentes; el señalamiento y explicación de los parámetros utilizados para calcular el crédito fiscal en lo individual. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese tenor, de un minucioso análisis del documento determinante del crédito combatido, se concluye que está fundado e insuficientemente motivado; el acto tildado de ilegal, se encuentra insuficientemente motivado, en virtud de que la autoridad omite señalar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo para emitir el acto combatido, pues, como se advierte en el cuerpo del documento determinante de crédito, la autoridad demandada sólo se limita a expresar la superficie afectada de 8.00 lineales, pero, no especifica si son metros; sólo expresa el importe liquido …, pero la autoridad jamás señala en forma pormenorizada las bases o elementos en que se apoyó para calcular esa cantidad; indica el costo total de la derrama y omite precisar si esta comprende las deducciones por la o las aportaciones realizadas por las autoridades Municipales; tampoco se explica de manera pormenorizada en qué consisten las partidas o programas 50-50, pues no se dice si estos recursos económicos son 100% cien por ciento Municipales o si existe participación de recursos provenientes del Estado o de la Federación, además es cierto que la autoridad demandada no menciona el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, ni el Periódico local de mayor circulación, en los que se levó a cabo la publicación de la convocatoria a la Asamblea de Contribuyentes, cuyos inmuebles se ubican frente a la obra, para la aprobación de la obra y su costo; publicaciones exigidas por los artículos 237 y 241 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. En ese supuesto y tomando en cuenta estas omisiones que constituyen vicios, trae como consecuencia, que la determinación del crédito que se impugna, sea ilegal, toda vez que incumple con el elemento de validez exigido por el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por consiguiente, la falta de la firma en original, pues fue plasmada a través de papel carbón y la insuficiente motivación en el documento determinante de crédito impugnado, constituyen vicios que originan que se configure la causal de ilegalidad contemplada en la fracción II del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, el acto fiscal combatido perjudica de manera directa e inmediata en la esfera de derechos del justiciable, vulnerándose en su perjuicio los artículos 137, fracciones V y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo anterior y conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción II, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad lisa y llana del Documento Determinante de Crédito, relativo al crédito …, por concepto de la contribución por ejecución de obras públicas, suscrito …, por la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato. Lo anterior, sin perjuicio de  que  la  autoridad  demandada pueda  emitir  otro  acto,  subsanando  los  vicios señalados, siempre y cuando no haya caducado o prescrito el crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto y además con fundamento en los artículos 241, 243 
párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del Documento Determinante de Crédito, …, por concepto de la contribución por ejecución de obras públicas, suscrito …, por la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato; lo anterior, por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
